
RECOMENDACIÓN No. 29/2008*  

 

El siete de septiembre de 2007, la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México, 

recibió el escrito de queja de dos personas, en el que refirieron hechos que consideraron 

violatorios a derechos humanos, atribuibles a servidores públicos de la Procuraduría 

General de Justicia del Estado de México. 

 

De la investigación realizada por esta Comisión estatal, se pudo inferir que el 17 de 

octubre de 2001, el Juez Quinto Penal de Primera Instancia del Distrito Judicial de 

Tlalnepantla, dentro de la causa 256/2001, resolvió librar orden de aprehensión en contra 

del señor Luis Miguel Ramírez Navarro por su probable responsabilidad en la comisión del 

delito de homicidio calificado, la cual fue asignada al grupo noveno de aprehensiones de 

Nicolás Romero, para su cumplimiento. 

 

En el mes de julio de 2002, la orden de aprehensión fue remitida al grupo primero de 

aprehensiones con sede en Atizapán de Zaragoza, siendo asignada para su cumplimiento, 

en fecha primero del mismo mes y año, al elemento ministerial Ricardo Merecías 

Hernández. Posteriormente, el mandato judicial fue asignado al servidor público Rogelio 

López Aboytes y en el mes de septiembre de 2003 al elemento Ángel Soto Casas. En 

fecha 29 de julio de 2005 la orden restrictiva de libertad fue entregada al agente Esteban 

Nava Rodríguez y en el mes de diciembre de 2006 fue proporcionada al servidor público 

Eligio Wulfrano Gamez Vázquez, quien consecutivamente la entregó al elemento 

ministerial David Castañeda Benítez, otorgándola a su vez el primero de octubre de 2007, 

al agente ministerial Modesto Quinto Reyes. Finalmente, el 17 de enero del año en curso, 

fue asignada para su cumplimiento al elemento ministerial Carlos Jorge Maldonado Montes 

de Oca. 

 

A efecto de ejecutar el mandamiento judicial, entre las acciones relevantes, los elementos 

de la policía ministerial han argumentado que se han constituido en el domicilio de la 

denunciante y del probable responsable, además de haber implementando vigilancia en 

ambos inmuebles; en adición, señalaron que han pedido informes a la empresa Teléfonos 

de México, y de la unidad médica número 72 del Instituto Mexicano del Seguro Social, 

para obtener algún indicio que les permitiera ubicarlo, y más recientemente, el jefe del 

primer grupo de aprehensiones con sede en Atizapán de Zaragoza,  José Manuel Carvajal 

Vera, envío oficio al Delegado del Instituto Federal Electoral solicitándole información 

sobre el justiciable. 

 

A la fecha y después de más de seis años y ocho meses de que fue emitida por el juez, la 

orden de aprehensión no ha sido ejecutada. 

 

Las evidencias reunidas por este Organismo en la investigación de los hechos, permiten 

sostener fundadamente que los servidores públicos responsables de dar cumplimiento a la 

orden de aprehensión emitida dentro de la causa 256/2001 han omitido dar respuesta y 

cumplir adecuadamente con el servicio que se les ha encomendado dentro de la Institución 

responsable de procurar justicia en la entidad y a su vez, trasgreden los derechos 

humanos de las víctimas del delito, propiciando que una conducta criminal quede impune 

hasta la fecha. 

 



En efecto, con la orden de aprehensión emitida el 17 de octubre de 2001, quedó 

evidenciado por este Organismo estatal que el Juez Quinto Penal de Primera Instancia del 

Distrito Judicial de Tlalnepantla, ordenó la captura de la persona involucrada, al 

considerarlo probable responsable de la comisión del delito de homicidio calificado, de 

igual manera, con los informes y con las declaraciones rendidas ante este Organismo por 

los servidores públicos a quienes en su momento les fue asignada la orden de 

aprehensión para ejecutarla o conocieron de la misma por sus funciones, se tiene 

constancia que hasta la fecha dicho mandamiento judicial no ha sido cumplido no obstante 

que han transcurrido más de seis años y ocho meses de su emisión. 

 

Así las cosas, resultó evidente la violación al derecho humano a la impartición de justicia 

de manera expedita en perjuicio de las víctimas del delito, al no darse el debido 

cumplimiento de la orden de captura. 

 

No resultó inadvertido para esta Comisión estatal que los policías ministeriales que en más 

de seis años y ocho meses han tenido bajo su responsabilidad la ejecución de la orden de 

captura, o aquellos que por su función han tenido conocimiento de la misma, expusieron 

en sus informes por escrito y en sus comparecencias ante este Organismo, que han 

llevado a cabo diversas acciones tendentes a darle cumplimiento. 

 

Durante la investigación llevada a cabo por esta Comisión estatal fue posible evidenciar 

una práctica administrativa atribuible a los policías ministeriales que interfiere con la cabal 

eficiencia y eficacia en el cumplimiento de las órdenes de aprehensión: los elementos en 

muchas de las ocasiones omiten documentar en un expediente las acciones de 

investigación e inteligencia que desarrollan en la ejecución de estos mandamientos 

judiciales, hecho que tiene consecuencias negativas para el servicio público debido a que 

cuando son cambiados de adscripción, dados de baja o separados del cargo, el trabajo 

llevado a cabo por éstos se pierde, de suerte tal que el agente que asume la 

responsabilidad de continuar con el cumplimiento de la orden de captura debe comenzar 

con sus propias acciones, redundando en actividades que en algunas ocasiones ya han 

sido desarrolladas por su predecesor. 

 

Por lo anteriormente expuesto, el Comisionado de los Derechos Humanos del Estado de 

México,  formuló al Procurador General de Justicia del Estado de México, las siguientes: 

 

RECOMENDACIONES 

 

PRIMERA. A efecto de resarcir el derecho humano a la administración expedita de la 

justicia de las víctimas del delito: ordene a quien competa para que a la brevedad se 

realicen las acciones que sean necesarias a efecto de que se dé cumplimiento a la orden 

de aprehensión librada por el Juez Quinto Penal de Primera Instancia del Distrito Judicial 

de Tlalnepantla, dentro de la causa 256/2001, en contra del señor Luis Miguel Ramírez 

Navarro. Lo anterior a efecto de dar inicio al proceso correspondiente y evitar que la 

conducta delictiva quede impune. 

 

SEGUNDA. Ordene a quien corresponda, se implementen los mecanismos que sean 

necesarios que permitan documentar en un expediente de seguimiento, las acciones de 

investigación e inteligencia que llevan a cabo los elementos ministeriales en el 



cumplimiento de las órdenes de aprehensión emitidas por la autoridad judicial. Lo anterior 

de conformidad con los razonamientos expuestos en el punto b del capítulo de 

observaciones del documento de Recomendación y a efecto de eficientar los 

procedimientos que la institución procuradora de justicia de la entidad utiliza para ejecutar 

estos mandamientos judiciales. 

 

TERCERA. Con la copia certificada de la Recomendación, se sirva solicitar al órgano de 

control interno de esa Institución, tome en cuenta las evidencias, razonamientos y 

observaciones formuladas en el documento de Recomendación, a efecto de perfeccionar 

el período de información previa abierto en el expediente CI/PGJEM/QJ/111/2008; y en su 

oportunidad se dé inicio al correspondiente procedimiento administrativo que investigue, 

identifique y determine la probable responsabilidad en la que hayan incurrido los 

servidores públicos involucrados, por los actos y omisiones detallados en el capítulo de 

Observaciones de la Recomendación, para que en su caso, se impongan las sanciones 

que conforme a Derecho procedan. 

 

 

*  La Recomendación 29/2008 se emitió al Procurador General de Justicia del Estado de México, el 01 de julio 

del año 2008, por incumplimiento de orden de aprehensión. Se ha determinado publicar una síntesis de la 

misma, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 9 y 114 del Reglamento Interno de la Comisión de 

Derechos Humanos del Estado de México. El texto íntegro de la Recomendación se encuentra en el expediente 

respectivo y consta de 19 fojas. 

 


